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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

        SALA DE DECISIÓN CIVIL- FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, junio diecinueve de dos mil nueve
Expediente 66001-31-03-001-2005-00147-01
Acta N° 248 de junio 9 de 2009
Resuelve la Sala los recursos de apelación que las demandantes y algunos de los demandados propusieron frente a la sentencia dictada por el Juzgado Primero Civil del Circuito de esta localidad el 30 de noviembre de 2007, en el proceso ordinario de responsabilidad civil extracontractual que instauraron Ana María Montoya Patiño y María Micaela Mejía de Ordóñez contra la sociedad Transportes San Eugenio S.A., Luis Evelio Pérez Murillo y Seguros del Estado S.A.

ANTECEDENTES
Pidieron las demandantes que se declarara la responsabilidad solidaria de Transportes San Eugenio S.A. y Luis Evelio López Murillo por los daños y perjuicios que les fueron infligidos por causa del accidente de tránsito ocurrido el “18 de agosto de 2005”, a raíz del cual perdió la vida Fernando Ordóñez Mejía, cónyuge e hijo de aquellas, en su orden, y que Seguros del Estado debe responder por los valores a indemnizar hasta concurrencia de la suma asegurada, actualizada a la fecha del pago y con los intereses respectivos desde el 14 de junio de 2005; que se condenara a los demandados al pago de la indemnización en forma integral de los perjuicios “inmateriales” de conformidad con lo reglado por el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, que luego cuantificó y concretó en morales, por el daño a la vida de relación y lucro cesante, sin perjuicio de que se reconociera lo demás que se probara; que se les impusieran las costas del proceso y se actualizaran las sumas a imponer.

Los hechos que sirvieron de sustento a lo pedido dicen, en síntesis, que el 27 de diciembre de 1997 Ana María Montoya Patiño y Fernando Ordóñez Mejía contrajeron matrimonio y desde entonces conformaron una familia en la que se respiraba el calor y apoyo mutuo y que estaba comprometida con el desarrollo y superación de todos sus miembros, prohijándose solidaridad y amor; Fernando era el bastión espiritual y material del hogar, como que contribuía económicamente a su sostenimiento; el 18 de agosto de 2003, Fernando, acompañado de su familia, se movilizaba como pasajero del vehículo de placas UNJ-120, de servicio público, de propiedad de Luis Evelio Pérez Murillo y afiliado a la empresa Transportes San Eugenio S.A., y a las 17:00 horas, en la vía que de Termales de San Vicente lleva a Santa Rosa de Cabal el automotor volcó y causó lesiones a varios pasajeros, entre ellos a él, quien fue trasladado al Hospital de ese municipio y de allí remitido al Universitario San Jorge de Pereira, donde fue admitido a las 20:10 horas de esa noche. 
El relato siguiente corresponde a las circunstancias que rodearon su estadía en el hospital entre esa hora y las 23:20 del 21 de agosto siguiente, instante en que le fue declarada muerte cerebral por la ausencia de reflejos, falta de tensión arterial y frecuencia cardiaca y, por tanto, la muerte clínica. 

Adujeron que el contrato de transporte celebrado con la empresa fue incumplido, porque no se le condujo sano y salvo a su lugar de destino, obligación de resultado de la que no exoneran las fallas mecánicas, a partir de lo cual se estructura la responsabilidad que se le endilga al propietario y a la empresa afiliadora, como quiera que durante el periodo de hospitalización la viuda y la madre estuvieron constantemente a su lado y experimentaron el dolor de verlo en tales condiciones; las lesiones y la subsiguiente muerte produjeron perjuicios morales y económicos no sólo al lesionado, sino a ellas, debido al sentimiento depresivo que genera el ver a un ser querido en la situación de Fernando, amargura, angustia, anonadamiento por causa de sus sufrimientos físicos y morales, vividos entre el momento del accidente y su muerte y luego con su deceso que las dejó sumidas en la más profunda desesperanza y congoja tras la pérdida de un joven ejemplar y un esposo afectuoso, lo que les generará de manera prolongada en el tiempo sentimientos de dolor y aflicción de orden interno -perjuicio moral- y la privación en su existencia del acompañamiento de ese ser irremplazable, de su alimento material y espiritual, del hombre que las consuele frente a los obstáculos que les presentará la vida -daño a la vida de relación-.  
Después de reiterar que las lesiones se le produjeron a Fernando en calidad de pasajero, de cuantificar los perjuicios morales, por daño a la vida de relación y materiales, y de referirse a la cobertura de la póliza de responsabilidad civil extracontractual, apuntaron que los herederos de quien fallece como consecuencia de un accidente pueden ejercer, aunque no acumulativamente, la acción contractual trasmitida por su causante y la extracontractual derivada del perjuicio que personalmente se les haya causado, que es la que en este caso demandan. 

Agregaron que por estos mismos hechos fueron cubiertos los rubros asegurados por el SOAT y el 13 de mayo de 2005 radicaron ante la aseguradora la reclamación respectiva; como no se pagó la indemnización, a partir del 13 de junio de ese año se empezaron a causar intereses moratorios; que hasta la fecha los demandados no han indemnizado los perjuicios causados y que presentada la solicitud de conciliación esta fracasó por falta de ánimo.
Por requerimiento del juzgado se aclararon algunos puntos de la demanda, concretamente los hechos que fueron separados de la doctrina y la jurisprudencia citadas. Admitida entonces, se dispuso el traslado pertinente a los demandados.

Seguros del Estado S.A. en su respuesta se refirió a los hechos, se opuso a las pretensiones y propuso las excepciones que nominó caso fortuito, inexistencia de cobertura de la póliza, configuración de causal de exclusión de la póliza de responsabilidad civil extracontractual número 12303550040, cobro de perjuicios al seguro de daños corporales causados a las personas en accidente de tránsito, límite de responsabilidad, riesgos no asumidos e inexistencia de la obligación. En resumen dijo que el accidente ocurrió por un suceso externo que fue la falla en los frenos, imprevisible para el conductor; que la póliza de responsabilidad contractual número 124035500780054-1 sólo ampara la responsabilidad civil en que incurra el asegurado proveniente de un accidente o de una serie de accidentes emanados de un solo acontecimiento ocasionado por el vehículo asegurado, conducido por el asegurado o por cualquier persona autorizada expresamente por él, es decir, que sólo ampararía los daños a bienes de terceros, muerte o lesiones ocasionadas a una persona, y muerte o lesiones ocasionadas a dos o más personas, de manera que como la víctima se desplazaba como pasajero la responsabilidad en ese caso sería contractual y no extracontractual y no puede afectarse esta póliza; que la misma póliza excluye las lesiones o muerte a pasajeros y al conductor del vehículo; que ella contiene un límite de responsabilidad y tampoco ampara el lucro cesante ni los perjuicios morales. 
Otorgado el amparo de pobreza que solicitó el señor Luis Evelio Pérez Murillo la asesora judicial que le fue designada también se pronunció sobre los hechos y en cuanto a las pretensiones dijo que se atenía a lo probado, pero lo hizo de manera extemporánea (f. 195, c. 1). Por su parte la empresa Transportes San Eugenio S.A. guardó silencio.
Surtido el traslado de las excepciones, que replicaron las demandantes, se realizó la audiencia de que trata el artículo 101 del C.P.C.; se decretaron y practicaron las pruebas pedidas por las partes, se dio traslado para alegar de conclusión, derecho del que hizo uso la empresa de transportes codemandada, que acudió para señalar, en su propia síntesis, que no se aportó la prueba de la calidad en que se le cita, que en el certificado de tradición el vehículo con el que se produjo el daño aparece afiliado a La Rosa, que en la empresa no aparece contrato de afiliación de ese automotor, que no hubo beneficio para ella del contrato celebrado entre Evelio López y el occiso, ni el conductor actuaba como subordinado suyo, que dicho contrato sólo beneficiaba al señor López y no correspondía a las rutas y horarios de la empresa, que, en últimas, el conductor no se hallaba bajo su guarda, cuidado o dependencia. Terminó señalando que en el evento de producirse una condena la aseguradora debe responder por el monto asegurado, esto es, hasta por 120 salarios mínimos legales mensuales, porque el suceso a afectar es el de lesiones o muerte a dos o más personas, y no puede haber exclusiones porque todo aquello que la entidad deba pagar a las víctimas constituye un daño emergente para ella. 

Procedió el Juzgado a dictar sentencia mediante la cual declaró improcedentes las excepciones propuestas por Seguros del Estado S.A., declaró la responsabilidad civil de Transportes San Eugenio S.A. y Luis Evelio Pérez Murillo del suceso en el que perdió la vida Fernando Ordóñez Mejía y los condenó a pagar a las demandantes la suma de $20’000.000,oo por concepto de perjuicios morales a cada una, y $58’438.842, a título de lucro cesante, a la señora Ana María Montoya Patiño, con intereses legales del 6% anual sobre esas cantidades; declaró que Seguros del Estado S.A. está llamada a responder por las sumas mencionadas hasta el límite establecido en la póliza de responsabilidad extracontractual por concepto del amparo por muerte a una persona, y condenó a los demandados al pago de las costas. 
Se adicionó el fallo, a petición de las demandantes, para negar el pago de los valores indemnizatorios actualizados según el salario mínimo para la fecha del pago y los intereses moratorios por incumplimiento por parte de la aseguradora. 

Apelaron aquellas, la empresa de transportes y la aseguradora demandadas y sustentaron en esta sede. Surtida la instancia se procede ahora a decidir, previas estas: 
  



CONSIDERACIONES
1.
Concurren los presupuestos necesarios para la adecuada configuración del proceso y ya que no se advierte ninguna causal de nulidad, la decisión por adoptar será de fondo.

 



2.
En el fallo de primera instancia concluyó el juzgado que Luis Evelio Pérez Murillo y Transportes San Eugenio S.A. son civilmente responsables de la muerte del señor Fernando Ordóñez Mejía y, por tanto, deben pagar a las demandantes los perjuicios morales y materiales que les causaron, en tanto que Seguros del Estado S.A. debe responder por la cantidad a que fueron condenados hasta el límite establecido en la póliza de responsabilidad civil extracontractual, por concepto del amparo por muerte de una persona, sin actualización del salario y sin intereses moratorios. 

3. Esa providencia fue recurrida tanto por las accionantes, como por las empresas demandadas; de manera que para guardar un orden lógico de cosas, se analizará primero el disentimiento de Transportes San Eugenio S.A., porque de su suerte pende el resultado de la instancia; luego, se asumirá la réplica de las demandantes y finalmente la de la aseguradora. Todo sin perjuicio de que se anticipe que algunos de los puntos de sus alzadas, por ser comunes, serán tratados conjuntamente.

4. La apelación de Transportes San Eugenio S.A. 

 



Se apuntala en seis aspectos, algunos de ellos referidos a la responsabilidad que se le endilga y otros a los perjuicios tasados. 

  



Por los primeros, señala que: (i) el vehículo causante del daño no está afiliado a la empresa, ni estaba autorizado para cubrir la ruta a termales el día del suceso; (ii) hubo una fuerza mayor o caso fortuito derivada de las fallas mecánicas; y (iii) no se ha demostrado que existiera un contrato de transporte.
  



Para dilucidarlos precisa la Sala traer a colación que en un asunto debatido entre las mismas partes con ocasión de los mismos hechos, pero por vía contractual, dijo esta Corporación que:

“Sea dado decir, primeramente, que fueron hechos aceptados tácitamente por los codemandados Luis Evelio Pérez Murillo y Transportes San Eugenio S.A. ya que no asistieron a las audiencias en las que se les formularía interrogatorio de parte, que aquél conducía para el 18 de agosto de 2003 el vehículo de placas UNJ-120, Jepp Willys, en el que viajaba como pasajero Fernando Ordóñez Mejía, con quien había celebrado previamente un contrato de transporte, cuando se produjo el accidente que le ocasionaron lesiones y la posterior muerte al señor Ordóñez; y que ésta era la empresa afiliadora del vehículo para esa misma fecha.

  Esto, sumado a la manifestación expresa de Seguros del Estado S.A. en el sentido de que el accidente se produjo por fallas mecánicas, que es lo que surge de la indagatoria que rindió Luis Evelio Pérez Murillo ante la Fiscalía (f. 26 a 32, c. 4) deja ver con precisión que se estructuró la responsabilidad civil deprecada, si bien se acreditaron el  hecho, el daño y el nexo causal entre uno y otro, y el vínculo contractual.” 

  



La cuestión ahora es igual, porque tampoco en esta oportunidad Luis Evelio Pérez Murillo y el representante legal de Transportes San Eugenio S.A. acudieron a las diligencias programadas para ser escuchados en interrogatorio y no justificaron oportunamente su omisión, con lo que se entienden aceptados tácitamente los hechos susceptibles de prueba de confesión, como fue dicho en aquél otro asunto, esto es, que Pérez Murillo conducía para la fecha del accidente el vehículo de placas UNJ-120, que este se hallaba afiliado a la empresa, y que en él se desplazaba como pasajero el señor Ordóñez.   
  



A esto se suma que en el plenario obran otras pruebas que conducen a esa demostración, tales como la sentencia proferida por la justicia penal derivada de ese mismo suceso (f. 116, c. 4) y el contrato de vinculación 073 (f. 6, c. 5), que aunque da cuenta de una placa diferente, de sus otros datos de identificación, incluido el número de motor, se desprende que coincide con el que registra el documento de folios 93 y 94 del cuaderno principal. 

  



Es decir, que quedó suficientemente acreditada la relación entre estos demandados y desvirtuarla era carga que les incumbía; particularmente, demostrar que para el 18 de agosto de 2003, la ruta que cubría el vehículo y el horario en que lo hacía no fueron autorizados por Transportes San Eugenio, sino que el conductor contrató por su propia cuenta y para su beneficio, no se logró, no solo por las circunstancias ya resaltadas, sino porque no se trajo ningún otro elemento de convicción que permitiera al juez, y ahora a la Sala, formarse una visión diferente al de la dependencia del conductor respecto de la empresa y la afiliación del vehículo a ella, de donde viene clara su condición de guardián del mismo, calidad que le obliga a salir a responder por los perjuicios causados a las demandantes con el accidente. 
 



En lo que hace a las fallas mecánicas que aduce como causal de exoneración, también se señaló en la memorada sentencia que no tienen esa virtud, porque el nexo de causalidad:

   


“….no se rompe, como pretendió la aseguradora convocada, cuando el incidente proviene de dichas fallas, pues es asunto suficientemente decantado que:

‘…para que un hecho pueda catalogarse como imprevisible e irresistible, el mismo no debe estar “ligado al agente, a su persona ni a su industria”, sino que debe tratarse de “un acontecimiento extraordinario que se desate desde el exterior sobre la industria, acontecimiento imprevisible y que no hubiera sido posible evitar aún aplicando la mayor diligencia sin poner en peligro toda la industria y la marcha económica de la empresa y que el industrial no tenía porqué tener en cuenta ni tomar en consideración”
.    




Los daños de los instrumentos o máquinas con que se ejecuta una actividad peligrosa, como serían los automotores en relación con la actividad transportadora, no pueden calificarse de externos, por ser hechos que se relacionan con la industria misma. Como se explicó en la citada sentencia, “en sana lógica se impone concluir (…) que las fallas en el mecanismo u operación de ciertas cosas o actividades peligrosas, de cuyo buen funcionamiento y ejecución exenta de peligros es garante el empresario frente a potenciales víctimas…, por faltarles el requisito de exterioridad nunca pueden configurar, en la modalidad de caso fortuito o de fuerza mayor, una causa extraordinaria…’
.” 

Con todo, como lo expuso el juzgado, y se precisó también en aquella ocasión, ni sobre las fallas mecánicas, ni sobre el mal estado de la vía existen pruebas con la entidad suficiente para concluir que pudieran haber desencadenado el accidente y, por tanto, con  apego al contenido del artículo 992 del Código de Comercio, no se demostró que la causa del daño le fuera extraña al agente, o que éste adoptó todas las medidas razonables que hubiere tomado un transportador según las exigencias de la profesión para evitar el perjuicio o su agravación.
  



Es decir, en últimas, que el contrato de transporte, que obliga al transportador a conducir a las personas a su lugar de destino sanas y salvas (art. 981 y 982 C. Co.) fue incumplido y ello, sin duda, generó la responsabilidad acertadamente declarada en primera instancia, esta vez, por la vía extracontractual, porque lo que se reclama aquí no son los perjuicios irrogados a la víctima directa, sino los que se causaron a las víctimas de rebote.

   



Y no se diga que no hubo tal convenio, que es el último argumento que en este sentido blande la empresa, porque el contrato de transporte se define como aquél por medio del cual una de las partes se obliga para con la otra, a cambio de un precio, a conducir de un lugar a otro, por determinado medio y en el plazo fijado, personas o cosas y entregar éstas al destinatario, se perfecciona por el solo acuerdo de las partes y se prueba conforme a las reglas legales (art. 981 C.Co.).  De donde viene que se trata de un vínculo consensual, no sujeto, por tanto, a solemnidades especiales como la expedición previa de un tiquete, por ejemplo, si al transporte de personas se alude. De esta suerte, en el momento en que una persona aborda un vehículo de servicio público para ser llevada de un lugar a otro, se perfecciona el contrato, pues es evidente que con la sola manifestación de la voluntad aquella se compromete a pagar el precio y el conductor a llevarla sana y salva, como que esa es la obligación que impone el artículo 982 del estatuto mercantil.  Por supuesto que nada se opone a que en un vehículo de esta naturaleza se preste un servicio de transporte gratuito o benévolo, pero esta circunstancia también tiene que demostrarla quien lo ejecuta. 

   



En segundo término, Transportes San Eugenio discute que no se probó la relación afectiva entre el occiso y las demandantes y que como la cónyuge recibe una pensión de sobreviviente no puede abrirse paso el lucro cesante, por un lado; y por el otro, que la aseguradora debe responder hasta por 120 salarios mínimos, ya que es el límite asegurado en el caso de muerte de dos o más personas; y que no se pueden oponer las exclusiones por lucro cesante y perjuicio moral. Como estos últimos aspectos guardan estrecha relación con los argumentos de los demás recurrentes, allí se analizarán. 
   



Por lo pronto, debe señalarse que aquella primera apreciación pudiera ser cierta, porque casos hay en los que una familia se disgrega de tal manera que los vínculos afectivos se difuminan, al punto de que ningún trato se da entre sus miembros o no es de tal entidad que justifique la reclamación de perjuicios de la estirpe de los que aquí se discuten. 

  



Pero las reglas de la experiencia enseñan que, en general, los más cercanos miembros de la familia padecen la aflicción de ver a su congénere postrado, sin posibilidad de rehacer su vida, y luego el dolor que produce su muerte, como ocurre con el cónyuge, los padres, los hijos y los hermanos.  Probar que no es así, es decir, que la cónyuge y a la madre del occiso, en este caso, no tenían una relación afectiva con Fernando Ordóñez Mejía, también era carga de quien lo discute, que no se cumplió. Por el contrario, testigos hubo que dijeron que conocieron de la vida afable que llevaba la pareja y de la comunicación permanente de Fernando con su progenitora (f. 18 a 21, c. 2), sin contar con que es bastante diciente que, precisamente, el accidente ocurrió en momentos en que toda la familia disfrutaba de un paseo, lo que desdice aún más de la afirmación de la recurrente. 

   



Y en cuanto al reconocimiento de una pensión de sobreviviente por parte del ISS, hecho que no ha sido discutido, se tiene que en este caso la prestación provino de un accidente común que dio lugar al reconocimiento de la misma por una situación jurídica de naturaleza muy diversa a la que está planteada en este asunto, pues la pensión de sobreviviente no tiene propiamente un fin indemnizatorio, que sí es propio de la responsabilidad extracontractual demandada.  Por otro lado, no se trata de una contingencia derivada de un riesgo profesional, respecto del cual la ley permite a la aseguradora subrogarse sobre lo que paga; no prevista esa subrogación y dada la finalidad de la pensión frente a la indemnización, nada se opone a su concurrencia, como lo tiene dicho la doctrina, que sobre el particular ha señalado que: 

  


“En sentencia de 9 de septiembre de 1991 la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, consideró que la acumulación no era procedente, pues supondría una doble indemnización.  Sin embargo, con la sentencia de 24 de junio de 1996, exp. 4424, se acepta la acumulación de prestaciones, ya que las mismas provienen de causas diferentes.  Posteriormente, en las sentencias de 22 de octubre de 1998, exp. 4866, y de 12 de mayo de 2000, exp. 5260, se precisó que la acumulación procede cuando la ley no otorga una acción de subrogación especial a la seguridad social contra el responsable (para el caso de las pensiones de invalidez, vejez y muerte no hay subrogación)… La Corte señala, además, que para la procedencia de la subrogación las prestaciones deben ser indemnizatorias y que las pensiones no tienen ese carácter, lo cual conduce a afirmar la posibilidad de acumular las prestaciones” 

   



5.
La apelación de las demandantes. 
  



También pueden separarse en dos grupos los planteamientos de las demandantes, porque unos aluden a la limitación que el juzgado le dio al principio de reparación integral y otros a la cobertura del seguro; estos últimos se tratarán conjuntamente con los que traen los demás recurrentes. 
  



Aquellos se refieren, entonces, a que el juzgado desconoció el principio de reparación integral porque limitó el lucro cesante de manera dudosa, no incluyó el factor prestacional respectivo, hubo un excesivo descuento en los gastos de manutención del occiso, se desconocieron los intereses legales a partir del hecho dañoso y no desde la sentencia; y no se tuvieron en cuenta los indicios que demuestran el daño a la vida de relación.




5.1. 
El daño a la vida de relación.
 



Fue afortunada la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que en reciente fecha tomó para sí criterios que de tiempo atrás venían sosteniéndose acerca de una modalidad diferente de perjuicios extrapatrimoniales, causados por el daño a la vida de relación, respecto del cual dijo, en un significativo avance que:

 


“Como se observa, a diferencia del daño moral, que corresponde a la órbita subjetiva, íntima o interna del individuo, el daño a la vida de relación constituye una afectación a la esfera exterior de la persona, que puede verse alterada, en mayor o menor grado, a causa de una lesión infligida a los bienes de la personalidad o a otro tipo de intereses jurídicos, en desmedro de lo que la Corte en su momento denominó “actividad social no patrimonial”. 
  


Dicho con otras palabras, esta especie de perjuicio puede evidenciarse en la disminución o deterioro de la calidad de vida de la víctima, en la pérdida o dificultad de establecer contacto o relacionarse con las personas y cosas, en orden a disfrutar de una existencia corriente, como también en la privación que padece el afectado para desplegar las más elementales conductas que en forma cotidiana o habitual marcan su realidad.   Podría decirse que quien sufre un daño a la vida de relación se ve forzado a llevar una existencia en condiciones más complicadas o exigentes que los demás, como quiera que debe enfrentar circunstancias y barreras anormales, a causa de las cuales hasta lo más simple se puede tornar difícil. Por lo mismo, recalca la Corte, la calidad de vida se ve reducida, al paso que las posibilidades, opciones, proyectos y aspiraciones desaparecen definitivamente o su nivel de dificultad aumenta considerablemente. Es así como de un momento a otro la víctima encontrará injustificadamente en su camino obstáculos, preocupaciones y vicisitudes que antes no tenía, lo que cierra o entorpece su acceso a la cultura, al placer, a la comunicación, al entretenimiento, a la ciencia, al desarrollo y, en fin, a todo lo que supone una existencia normal, con las correlativas insatisfacciones, frustraciones y profundo malestar.   

  



Desde esta perspectiva, lo que sirvió de soporte para el reconocimiento de perjuicios morales, no conduce inexorablemente a la fijación de un daño a la vida de relación, menos cuando se trata de víctimas de rebote, como en este caso, pues son la cónyuge y la madre del occiso quienes lo reclaman.  Todo daño debe ser cierto, y para tenerlo por tal se tiene que probar.  Y en el caso de las demandantes nada demuestra que con posterioridad al deceso de Fernando Ordóñez su relación con el mundo exterior se hubiera truncado total o parcialmente, menos en el caso de la madre que no vivía con él y que esporádicamente lo visitaba.  En cuanto a la cónyuge, cuando más se podría presumir, ya que no hay prueba de otras circunstancias, que se le ha privado de la satisfacción de tener a su consorte a su lado, pero eso, en realidad, encaja, sin otros aditamentos, en el concepto del perjuicio moral definido en primera instancia, que no en el del daño a la vida de relación, que, siguiendo la doctrina de la Corte, corresponde a situaciones más o menos extremas, en las que al individuo se le priva de elementales condiciones de vida dentro de su núcleo social, lo que no puede decirse que acontece con quienes en este caso reclaman esa especie de perjuicio. 
  



5.2.  
Sobre el lucro cesante. 
  



Volviendo a la última afirmación de que el daño para ser reparable debe ser cierto, nada se discute acerca de la viabilidad del lucro cesante que en beneficio de Ana María Montoya se reconoció, como tenía que ser porque desde el fallecimiento de Fernando se ha visto privada del sostenimiento que él le prodigaba, fruto de sus ingresos como docente.  Sin embargo, el juzgado limitó en el tiempo su valor en vista de su juventud al momento de quedar viuda, lo que hace presumir que contraerá nuevas nupcias, lo que es un hecho incierto pero probable, de manera que fijó para ese efecto la edad de 30 años, tiempo que resulta admisible para normalizar su vida en el campo laboral y sentimental. 
   



La réplica no se hizo esperar; se insiste en la sustentación del recurso en que así como pueden coexistir la pensión y la indemnización derivada de la responsabilidad civil, también puede subsistir con una nueva relación laboral o con un cambio de estado civil de la actora.
   



La Sala comparte algo de estas reflexiones, sobre todo porque en este caso no se ha dicho que Ana María hubiese contraído nuevas nupcias, así que especular ahora sobre cuál sería el efecto de ellas frente a una condena implicaría ir más allá de lo que está planteado.
  



Se trata aquí de que ella enviudó y de que a su favor se genera el lucro cesante, así que lo que está por definir es lo atinente al límite temporal que a los 30 años de vida de la víctima se impuso.

  



Para fijar ese lindero, partió el juzgado de un juicio hipotético: que la demandante contraerá nuevo matrimonio por lo menos al llegar a esa edad; pero no tuvo en cuenta que la disyuntiva que plantea la doctrina es la incidencia de ese hecho, no como mera hipótesis, sino como una realidad, frente a una eventual indemnización, que si se produce antes del fallo, dicen algunos, limita su reconocimiento entre la fecha del hecho dañoso y la del nuevo matrimonio 
; otros, como el autor que cita el demandante, son del parecer de que la indemnización no se puede ver diezmada por la nueva condición de quien la reclama.   

  



Se insiste que en este caso no se sabe de nuevas nupcias de la demandante ni si las habrá, y no es posible, entonces, por mera conjetura, pensar que así tiene que ser antes de los treinta años; ¿por qué no a los 25, o a los 35 ó 40 años?, cabría preguntarse. Y es que:

  


“No se puede confundir el nuevo matrimonio realizado por la viuda, o que se realizará con certeza virtual, con la simple posibilidad que esta tiene de contraer nuevas nupcias. En efecto, podría pensarse que una viuda joven y en la plenitud de sus capacidades físicas y estéticas sólo tendría derecho a una reparación disminuida, so pretexto de que sus posibilidades de nuevo matrimonio significan una merma o supresión del daño causado. La doctrina y la jurisprudencia son casi unánimes en considerar que en evento similar no hay lugar a reducción del monto indemnizable, ya que se trata de una simple hipótesis no digna de tenerse en cuenta. Estamos de acuerdo con tal criterio, pues si bien es cierto que la viuda puede tener aptitudes físicas que harían pensar en la viabilidad de un nuevo matrimonio, no es menos cierto que su estado emocional o su simple estado civil tornan imposible un nuevo vínculo matrimonial la mayoría de las veces…” 





Así que como el juzgado reconoció el lucro cesante pero sólo hasta cuando Ana María cumpliera aquella edad con estribo en una mera probabilidad, no se puede prohijar esa forma de ver las cosas, lo que se verá reflejado al final cuando se compendie lo que ha de ser resuelto y se establezca, en definitiva, el monto real de la indemnización. 

 



5.3.  El factor prestacional.



 
Debate también la codemandada Montoya Patiño que no se hubiera incluido el factor prestacional del 25% sobre el monto del salario deducido para efectos de tasar el lucro cesante, y en ello también le asiste razón, porque de manera unánime la doctrina 
 señala que la productividad de una persona no se puede limitar al salario básico mensual, sino que, siendo dependiente, debe comprender también lo que recibe, entre otros factores, por concepto de prestaciones sociales (cesantías, intereses sobre las cesantías, prima de servicios), que inciden en el emolumento mensual en un porcentaje aproximado del 22%, sin contar la influencia de los pagos parafiscales y de la seguridad social.
  



Entendida de esa forma la cuestión, a falta de prueba en contrario, debe entenderse que también la cónyuge se beneficiaba de esos ingresos, por lo que dicho porcentaje, el 22%, se computará al momento de realizar la liquidación. 
  



5.4.  
Excesivo descuento de gastos de manutención del occiso. 

  



En la sentencia, una vez establecido el ingreso mensual de Fernando Ordóñez Mejía, dedujo el juzgado el 50% por una razón adicional al simple hecho de que él gastara en su manutención: que la pareja disponía en conjunto del salario que aquél percibía, que eran sólo ellos dos, y como no se pudo establecer que se destinara un mayor valor para la cónyuge, lo propio era dividirlo para tasar el perjuicio que en realidad se le irrogó. 
  



Deducción que para la Sala es acertada, porque bien se ha dicho que:






“… en cuanto se refiere al lucro cesante reclamado por la demandante…, observa la Sala que, con fundamento en los testimonios citados, está demostrado que ésta dependía económicamente de … En relación con la cuantía de la respectiva indemnización, se observa que fue establecida en el fallo apelado, teniendo en cuenta el 75% de los ingresos totales mensuales del señor …, por considerarse que éste sólo utilizaba un 25% de los mismos a su ‘subsistencia congrua’, criterio que no corresponde al adoptado por esta Corporación en los eventos en que la víctima no tiene hijos a su cargo. En efecto, en estos casos, con base en las reglas de la experiencia y faltando pruebas directas que permitan establecer la cuantía exacta del perjuicio sufrido por la cónyuge dependiente, ha considerado que el mismo corresponde al 50% del ingreso de la víctima…” 

  



5.5.  
Intereses legales a partir del hecho dañoso y no desde la sentencia. 




Se duele la recurrente de que no se reconocieron intereses legales del 6% anual desde la fecha del siniestro. Pero con esa percepción desconoce que las fórmulas que se utilizan para liquidar la indemnización del lucro cesante pasado incluyen dicho interés y, por tanto, de ordenarse otra vez en la sentencia constituirían una doble obligación para los demandados que no tienen por qué soportar. 
  



Por supuesto que frente al lucro cesante futuro, como su cuantía se establece a partir de la fecha del fallo, será desde allí que corran dichos intereses.  
6. La apelación de Seguros del Estado. 
 



Como se ha venido diciendo, algunos de los argumentos expuestos por los recurrentes guardan relación entre sí; por eso, antes de analizarlos, es preciso dilucidar las quejas que plantea la aseguradora demandada, porque de la suerte de sus planteamientos depende que la Sala se pueda ocupar de esos otros temas. 
  



Sostiene la compañía que la póliza número 12303550040 no amparó ni el lucro cesante, ni los perjuicios morales, por un lado; y por el otro, no cubría las lesiones o muerte a pasajeros y al conductor del vehículo asegurado y en general la responsabilidad contractual del asegurado, de manera que como lo que produjo el daño fue la muerte del señor Fernando Ordóñez Mejía, quien se desplazaba como pasajero, no pueden sus familiares valerse de esta póliza para respaldar una indemnización que está dada para peatones u ocupantes de otros vehículos.

  



Para empezar por esto último, dígase que el planteamiento de la recurrente daría pie para pensar en que, entonces, los deudos de un pasajero que fallece no tienen a su haber más que la acción hereditaria y no la personal contra la aseguradora, porque la póliza que se constituye por la responsabilidad contractual no permite reclamar más que los daños que de manera directa se le causan a la víctima y no a los terceros que se ven afectados con el suceso, lo que para este caso ya fue debatido en el proceso de que se hizo alusión inicialmente entre las mismas partes; y si ahora se les dice a esas víctimas que tampoco pueden valerse de la póliza de responsabilidad extracontractual porque no fueron ellos los afectados sino uno de los pasajeros, es como indicarles que bajo ninguna óptica se pueden asegurar sus propios perjuicios, no los del pasajero lesionado o muerto.  Si así fuera, se perdería de vista que, como en aquella otra ocasión se dijo, cuando un pasajero fallece como consecuencia de un accidente ocurrido durante la ejecución del contrato de transporte, surge para sus herederos una doble opción, aunque no acumulativa en este específico caso: intentar, por un lado, la acción contractual transmitida por el causante; y por el otro, ejercitar la acción extracontractual derivada del perjuicio que personalmente les haya infligido la muerte del pasajero, en ambos casos, con posibilidad de reclamar, si se demuestra, la indemnización por el daño moral. Es decir, se trata de dos cuestiones diferentes: la acción contractual hereditaria y la acción extracontractual personal, ambas originadas en un mismo acontecimiento. 
  



De manera que si lo que aquí se procura es lo segundo, esto es, el resarcimiento de los perjuicios que por vía extracontractual se causaron a las demandantes, lo propio es que se afecte la póliza tomada para garantizar ese tipo de responsabilidad y no la contractual. 
En cuanto hace a la exclusión del perjuicio moral, por sabido tienen las partes (que ya se enfrentaron en el citado proceso de responsabilidad civil contractual derivado de estos mismos hechos) que la Sala ha venido sosteniendo últimamente un criterio diferente al que se tenía sobre este tema. Sobre el particular dijo 
, con sustento, además, en abundante doctrina y jurisprudencia a cuya lectura se remite, que: 
  


“Hoy día, reza esta norma (el artículo 1127 del Código de Comercio, se agrega) que:

   


“El seguro de responsabilidad impone a cargo del asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios patrimoniales que cause el asegurado con motivo de determinada responsabilidad en que incurra de acuerdo con la ley y tiene como propósito el resarcimiento de la víctima, la cual, en tal virtud, se constituye en el beneficiario de la indemnización, sin perjuicio de las prestaciones que se le reconozcan al asegurado…” (resaltamos).

   


Ya no es pues, como antaño, que se imponga al asegurador la obligación de indemnizar los perjuicios que sufra el asegurado, concepto bajo el cual se sostenía que todo aquello que tuviera que pagar a la víctima, por daños patrimoniales o extrapatrimoniales, se revertía en un perjuicio patrimonial para él que debía serle compensado por la aseguradora. La orientación de la norma con la reforma que le introdujo la Ley 45 de 1990 es distinta, porque se trata de que la aseguradora indemnice los perjuicios de orden patrimonial, que no extrapatrimonial, que se le causen a la víctima.

   


Esto no implica, por supuesto, que en un evento determinado no puedan llegar a cubrirse los perjuicios extrapatrimoniales; lo que ocurre es que para que suceda de esa manera es necesario que esa protección se incluya en el contrato de seguro que se ha suscrito entre el asegurado y la aseguradora o que, por lo menos, no se excluyan y en forma genérica se pacte el reconocimiento de los perjuicios que se le lleguen a causar a la víctima o que el asegurado deba resarcir.

  



En el caso de ahora, quedó pactado expresamente en la cláusula 2 que la póliza de responsabilidad civil extracontractual no ampara, entre otros hechos o circunstancias, “2.21. …el lucro cesante ni los perjuicios morales del asegurado ni de la víctima, en ninguna forma”. 





Algo similar ocurre, en este evento concreto, con el lucro cesante, porque una cosa es que se entienda que no se requiera pacto expreso en la póliza respecto de su cobertura para la víctima, como lo sostienen doctrina 
 y jurisprudencia 
, habida cuenta de que el seguro de responsabilidad civil cubre en general los perjuicios patrimoniales que se le causen; y otra diferente que las partes contratantes del seguro no puedan convenir expresamente que determinados beneficios queden excluidos del cubrimiento de la póliza, entre ellos, el lucro cesante, que de acuerdo con las condiciones generales de la póliza que nos ocupa, lo fue tanto para el asegurado como para la víctima, pacto que por su claridad no puede ser desconocido por el intérprete, como lo ha precisado también la jurisprudencia que ha sostenido que:  
   


“Por supuesto que el derecho que la ley ahora le otorga al damnificado no está desligado del contrato de seguro celebrado por el tomador - asegurado, al margen del cual no se autoriza su ejercicio, pues las estipulaciones eficaces de dicho pacto lo delimitan y enmarcan de tal modo que no podría obtener sino lo que correspondería al mismo asegurado. 




O que:
  


“1. La sentencia impugnada, mediante la cual se tuteló el derecho constitucional invocado, se fundó en la consideración de que el juez accionado debió acoger como única interpretación posible de la póliza de seguros, la que se deriva del sentido literal de la cláusula de exclusión de los “perjuicios morales ” (fls. 90 a 95 cuad. Tribunal), todo con fundamento en el respeto a la autonomía de la voluntad contractual, cuyo desconocimiento conduciría a configurar una vía de hecho por error judicial.
   


…
   


2. En el presente asunto, estima la Corte que el fallo impugnado debe confirmarse pues el entendimiento que surge del contrato de seguro suscrito entre la compañía de Transportes Castilla S.A y la aseguradora accionante, no admite interpretación diferente a la pactada libremente entre ellas en ejercicio de la expresión autónoma de la voluntad, cuando se plasmó en la póliza dentro del acápite “2.4. EXCLUSIONES APLICABLES A TODOS LOS AMPAROS DE ESTA PÓLIZA...”(...) “2.4.6. EL SEGURO OTORGADO POR LA PRESENTE PÓLIZA, NO AMPARA EL LUCRO CESANTE NI LOS PERJUICIOS MORALES EN NINGUNA FORMA.” Fls. 91 vto. y 92 cuad. 1ª. Inst.

  


Si las partes contrataron de esa manera, bajo la égida de la buena fe, y la existencia de la póliza no fue cuestionada por la tomadora del seguro, la precitada cláusula tiene plena fuerza vinculante pues el contrato es ley, por lo que no puede ser calificada ab initio de abusiva, máxime cuando el artículo 1056 C. de Co. autoriza expresamente la delimitación contractual de los riesgos.

   


En cuanto aquí concierne, el hecho de que el juez accionado so pretexto de interpretar el contrato y partiendo de la imposición de una cláusula abusiva atribuible a la aseguradora que no se demostró, haya extendido sus efectos al punto que fue en contra de lo pactado expresamente por las partes, representa una actividad que, dadas las particularidades de este caso, vulnera el derecho al debido proceso, pues conduce a una sentencia que no consulta las consecuencias vinculantes de un acuerdo de voluntades dotado de plena eficacia.

   



Es decir, que el ordinal tercero de la parte resolutiva de la sentencia tendrá que revocarse para, en su lugar, declarar probada la excepción denominada “riesgos no asumidos”, propuesta por la aseguradora demandada.   




   



Con esto se responde también uno de los argumentos de la Cooperativa apelante acerca de que no eran oponibles tales exclusiones. 
  



7.  Temas comunes propuestos por los apelantes. 
7.1. El límite del amparo a 60 SMMLV. 

  



Dijo el juzgado en su proveído, al pronunciarse sobre la excepción denominada límite de responsabilidad propuesta por la aseguradora, que ella se derivó de que en la póliza se fijó el tope máximo por muerte o lesiones a una persona en el equivalente a 60 salarios mínimos mensuales legales vigentes y  que  como la entidad debía resarcir el daño moral y el lucro cesante, se le obligaría a responder “hasta el límite ya señalado”, como lo señaló luego en el ordinal tercero de la resolutiva. 





Disienten de ello los demandantes y la Cooperativa porque las pruebas muestran que en el suceso en el que perdió la vida Fernando Ordóñez quedaron lesionadas otras personas, de manera que aplicaría el límite establecido en la póliza bajo el numeral 1.1.3., esto es, 120 SMMLV.

   



Pero si, como está visto, la compañía de seguros será exonerada del cubrimiento de los perjuicios extrapatrimoniales y del lucro cesante, ningún sentido tiene ocuparse de aquél límite, porque cualquier pronunciamiento sobre el particular se tornaría inocuo. 
8. Las restantes réplicas de las demandantes.
 



Era menester, según quedó consignado, elucidar algunas réplicas de la aseguradora para poder abordar otros temas planteados por las actoras, reducidos a tres puntos: (i) que no se actualizó la suma asegurada establecida en salarios mínimos mensuales legales vigentes; (ii) que se omitió condenar a la aseguradora al pago de intereses moratorios desde el 13 de junio de 2005 hasta la fecha del cumplimiento total de la obligación; y, (iii) que se omitió condenar a la aseguradora al pago de los costos del proceso
Mas, con los mismos argumentos que anteceden, tales quejas vienen llamadas al fracaso, dado que como la Aseguradora será liberada de toda responsabilidad, ni hay sumas que actualizar, ni montos que puedan generar intereses, y mucho menos puede cargársele las costas del proceso.    



 
9. 
La liquidación definitiva de los perjuicios.
Quedó establecido que el lucro cesante no podía ser limitado a la fecha en que la viuda cumpliera 30 años; para su tasación, con fundamento en las tablas de vida probable vigentes 
,  se tendrá en cuenta la edad del señor Fernando Ordóñez Mejía, cuya probabilidad de vida resulta ser inferior a la de la señora Ana María Montoya. 
  



Para proceder a la liquidación del lucro cesante pasado y futuro es necesario actualizar el salario devengado por el señor Ordóñez Mejía al momento de su deceso, incluyendo el factor prestacional del 22% arriba mencionado. De acuerdo con el documento de folio 4 del cuaderno número 5, él devengaba al momento de su retiro del servicio $1’320.976,oo, suma que con ese factor asciende a $1’611.590,72. Para actualizar ese monto se tiene que:
VP (valor presente)= IPCF/IPCI x VH (valor histórico); de donde:

VP= 101,94/75.10 x $1’611.590,72 

VP= $2’187.557,36
  



Reducido ese valor al 50%, tal como se anunció, queda la suma de $1’093.778,68, que se tendrá como base para las liquidaciones respectivas.
  



9.1. Lucro cesante consolidado
  



Se establecerá con apoyo en la siguiente fórmula:

SA= Ra x (1+i)n -1

             



 i  





Donde:

SA: 
es la suma a averiguar por concepto de lucro cesante pasado

Ra:      es la renta actualizada 

i:       
es la tasa de interés constante  (que como se trata del 6% efectivo anual, corresponde al 0,00486755 mensual) 

n:   
es el número de meses, que para este caso son 69, contados desde el 21 de agosto de 2003 al 21 de mayo de 2009.

  



Así que:
SA= $1’093.778,68 x (1+i)n -1

          

 



    i  

SA= $1’093.778,68 x (1+ 0,00486755)69 -1



              



    0,00486755


SA= $1’093.778,68 x  (1,00486755)69 -1



              



  0,00486755


SA= $1’093.778,68 x  1,398004948-1



             


              0,00486755


SA= $1’093.778,68 x  0,398004948 



          




  0,00486755


SA= $1’093.778,68 x 81.76699736
SA= $89’434.998,oo
  



9.2.  Lucro cesante futuro 
  



La fórmula a considerar será:

SA= Ra x (1+i)n -1

       



       i(1+i)n  





   



n:  será igual al número de meses de vida probable del actor a partir del 21 de mayo de 2009 teniendo presente que para esta fecha,  y de acuerdo con el documento que reposa a folio 3 del cuaderno principal, contaría con 46 años de edad, de manera que su expectativa de vida era de 31.25 años, según se desprende de la Resolución 0497 de mayo 20 de 1997 expedida por la entonces Superintendencia Bancaria; esto equivale a 375 meses.  Por tanto:

SA= $1’093.778,68 x  (1+i)n -1

          


                                 i (1+i)n 

    



SA= $1’093.778,68 x          (1+ 0,00486755)375 -1____



        



            0,00486755 (1+ 0,00486755)375
SA= $1’093.778,68 x ______1,00486755 375 -1_____



                                                           0,00486755 (1,00486755) 375
   



SA= $1’093.778,68 x              6.177435192 -1​​​_____



        




   0,00486755 (6.177435192)


   



SA= $1’093.778,68 x 5,177435192 



                                                          0,030068974
  



SA= $1’093.778,68 x 172,1852961  

   



SA= $188’332.606,oo
  



10. 
Recapitulación.
  



Viene de todo lo dicho que la sentencia, con su adición, será confirmada, con excepción de los ordinales primero y “tercero” (que debió ser cuarto) que se revocarán para, en su lugar, declarar probada la excepción denominada “riesgos no asumidos” propuesta por la aseguradora, en lo que toca con los perjuicios morales y el lucro cesante; igualmente se modificará el tercero para cuantificar el lucro cesante pasado y futuro en la forma señalada en esta providencia.   

 


Como el recurso fue favorable a la compañía de seguros, las costas de primera y segunda instancia serán a su favor y a cargo de las demandantes; no se le impondrán a Luis Evelio Pérez Murillo quien está amparado por pobre; mientras que la Cooperativa de Transportes San Eugenio S.A. deberá a las demandantes las que aquí se causaron. 
DECISIÓN

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 
RESUELVE:

1.
REVOCAR los ordinales primero y tercero de la sentencia para, en su lugar, declarar probada la excepción denominada “riesgos no asumidos” propuesta por Seguros del Estado S.A.
2. 
MODIFICAR el ordinal tercero que quedará así, retomando las palabras utilizadas por el juzgado: 

“Como consecuencia de la anterior declaración, se condena a estos demandados a pagar a las demandantes las sumas de dinero que a continuación se relacionan: 
MARÍA MICAELA MEJÍA DE ORDÓNEZ: 

Perjuicios morales:
VEINTE MILLONES DE PESOS ($20’000.000,oo).

ANA MARÍA MONTOYA PATIÑO:

Perjuicios morales: 
VEINTE MILLONES DE PESOS ($20’000.000,oo).
Lucro cesante consolidado:  OCHENTA Y NUEVE MILLONES CUATROCIENTOS TREINTA Y CUATRO MIL NOVECIENTOS NOVENTA Y OCHO PESOS ($89’434.998,oo).
 



Lucro cesante futuro: CIENTO OCHENTA Y OCHO MILLONES TRESCIENTOS TREINTA Y DOS MIL SEISCIENTOS CINCO PESOS CON NOVENTA CENTAVOS ($188’332.605,90)
  



6.
En lo demás, se CONFIRMA el fallo junto con su adición. 
  



Costas en esta sede a cargo de la Cooperativa de Transportes San Eugenio S.A. y a favor de las demandantes. A la vez, la parte actora pagará a Seguros del Estado las que se causaron en primera y segunda instancia. 
  



Notifíquese y cúmplase.

Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

FERNÁN CAMILO VALENCIA LÓPEZ                       CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia de febrero 10 de 2005, expediente No. 7614, M.P. Jaime Alberto Arrubla Paucar.�


� Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, sentencia del 24 de febrero de 2006, exp. T-Nro. 050012203000200500415-01, M.P.   


  Edgardo Villamil Portilla


� Resolución 0497 de 1997





25

[image: image3.png]


_1284909713

_1284909715

